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En este apartado se busca revelar el legado histórico y fuerte carga moral hacia 

los derechos humanos que siempre ha tenido el proceso de la integración 

centroamericana desde sus inicios con el objetivo principal de evidenciar y explicar 

cuáles derechos humanos han sido mayormente protegidos por los Estados 

centroamericanos, con el fin de obtener un catálogo de derechos humanos 

centroamericanos basado en la historia de nuestros pueblos.  

Por ello este estudio toma una aproximación constructivista e historicista para 

analizar el desarrollo de los derechos humanos en la integración centroamericana. El 

constructivismo es una teoría de las relaciones internacionales y el regionalismo cual 

busca estudiar las circunstancias por las cuales normas legales son creadas, 

justificadas y, en otros casos, desatendidas u contravenidas por los Estados dentro de 

su interacción (Brunnée and Toope 2013, 119). Más importante, el constructivismo-

social busca estudiar las condiciones sociales, históricas y epistemológicas de la 

interacción entre estados, y sus actores domésticos, cual trata de brindar valor y 

legitimidad al derecho internacional (Brunnée and Toope 2013, 125).  

Con particular referencia al estudio de los procesos de integración, el 

constructivismo social se presenta como un paradigma por el cual se estudia el 

regionalismo y la regionalización enfocado al análisis de sus ideas normativas 

fundadoras y como están se desarrollan a través del tiempo (Söderbaum 2015, 27; 

Slocum and Van Langenhove 2005, 140). Como resultado, el constructivismo-social es 

una herramienta por la cual nos ayuda a explicar cómo el derecho internacional, 

regional y comunitario nace, se construye, se desarrolla e influye a los actores en 

contextos sociales en determinados episodios de tiempo(Brunnée and Toope 2013, 

121–22).  

Mientras, el historicismo, por su parte, nos permite entender las brechas y 

falencias del derecho y su impacto, o falta, de la región (Scarfi 2017, 12). Incluso, y 

más importante, permite a la contribución reconfigurar principios, conceptos y 

paradigmas mejor informados que contribuyan al desarrollo de un sistema legal, en 

nuestro caso el SICA (Scarfi 2017, 12). Este método de aproximación, por consiguiente, 

y como se expondrá más adelante en este apartado del ensayo, puede presentar luces 

sobre las deficiencias, desafíos y retos de una empresa de integración bajo su propia 

visión normativa, historia y necesidades sociales que dieron a nacer a la misma 

(Acharya 2016, 120). Así también, sirven de plataforma para la realización de una 

propia comparación entre regiones.  

Esa carga moral y política de los derechos humanos se ha visto desde los 

primeros años de independencia, con la suscripción de la Constitución de la República 

Federal Centroamericana en 1824, con los Tratados de Paz y Amistad de 

Centroamérica en 1907 y los Pactos de Washington de 1923, instrumentos jurídicos 

que han reafirmado y consolidado un espíritu integracionista en pro de los derechos 

humanos y protector de la dignidad humana, al final este espíritu integracionista se ha 

visto reflejado en las constituciones políticas de la región. 
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2.1. Los Derechos Humanos en la Constitución de la República Federal de 

Centroamérica. 
 

Luego de la independencia de los Estados Centroamericanos de España en 1821 y 

del fallido imperio de Agustín de Iturbide, se celebraron el 29 de marzo de 1823 las 

elecciones para nombrar a los miembros que redactarían la Constitución de la 

República Federal de Centroamérica (CRFCA), esta fue suscrita por cuatro Intendencias 

de Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua y la Gobernación de Costa Rica el 22 

de noviembre de 1824. Esta constitución contó con doscientos ocho artículos, en 

donde se definió la forma de gobierno, división de poderes y de elección, entre otros 

temas, asimismo, consagró la protección de los derechos humanos. 

Estos Derechos Humanos se consagraron en los valores y principios que regían la 

época y se caracterizó por ser una constitución de avanzada para su tiempo, pues en 

su preámbulo mencionaba el derecho a la felicidad
1

, derecho humano que en la 

actualidad no se encuentra tutelado en ningún instrumento jurídico nacional o 

internacional, esta constitución estipulaba: “nosotros los representantes del pueblo de 

Centro-américa, cumpliendo con sus deseos y en uso de sus soberanos derechos, 

decretamos la siguiente constitución para promover su felicidad; sostenerla en el 

mayor goce posible de sus facultades;” (Preámbulo, CRFCA, 1824).  

En la actualidad este Derecho Humano es catalogado como parte de los de tercera 

generación (la primera generación sobre derechos civiles y políticos surge con la 

Revolución Francesa, los de segunda generación de carácter económico y social, 

surgen con la Revolución Industrial y la tercera generación surgen en el siglo XX y XXI), 

en donde se considera a la felicidad como el fin último de toda vida humana, el gozo 

que acompaña la contemplación de la verdad (gaudium deveritate
2

), la cual depende de 

la propia libertad de la persona. (Alvarado, 2016, p. 254).  

Sin duda alguna que el derecho a la felicidad en la actualidad forme parte de los 

derechos de tercera generación, creados a partir del siglo XX y XXI, demuestra la 

innovación de la constitución redactada por los próceres centroamericanos, 

característica que siempre ha estado presente en la región centroamericana, como por 

ejemplo la creación del primer Tribunal Internacional del Mundo, idea que será 

desarrollada a profundidad más adelante.  

Otro de los puntos que resalta ese espíritu proteccionista de los derechos 

humanos en la región lo representa la segunda parte del preámbulo de la CRFCA, en 

donde los próceres centroamericanos denotaron el interés supremo de protección de 

los derechos humanos, en esa época nombrados del hombre y del ciudadano, al 

estipular: “afianzar los derechos del hombre y del ciudadano sobre los principios 

inalterables de libertad, igualdad, seguridad y propiedad; establecer el orden público, y 

formar una perfecta federación” (Preámbulo, CRFCA, 1824).  

                                                           
1
 Un siglo antes en 1776, la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia en su artículo primero mencionaba el 

derecho a la felicidad: “el goce de la vida y de la libertad, con los medios de adquirir y poseer la propiedad y de buscar 

y obtener la felicidad y la seguridad” 

2
 San Agustín, Confesiones, traducción, notas e introducción de Gustavo A. Piemonte, Buenos Aires, Colihue, 2006, 

X, p. 23. 
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La cita anterior permite visualizar cuales eran los principios y valores primordiales 

para la época, ya que el primer objeto de este instrumento jurídico fue “la conservación 

de la libertad, igualdad, seguridad y propiedad”; estos principios fueron convertidos en 

derechos fundamentales protegidos por la CRFCA, así pues, a manera de ejemplo: el 

derecho a la libertad, fue definido como la imposibilidad de que ningún hombre que se 

acogiese a las leyes pudiese ser esclavo y de que ningún traficante de esclavos pudiese 

ser considerado como ciudadano de la federación centroamericana (Artículo 13, 

CRFCA, 1824). Sobre este derecho, se puede observar como en esta época el 

pensamiento predominante era ver la libertad como abolición de la esclavitud, sobre 

esta idea, Sierra Fonseca (2010) menciona:  

Es desde la idea de libertad que pueden entenderse los planteamientos de varios 

de los pensadores centroamericanos de esta época en torno de la liberación de los 

esclavos, la abolición de la esclavitud y la aceptación de la ciudadanía de los negros 

libertos... en él se observa por un lado, un claro planteamiento sobre la abolición de la 

esclavitud; y, por otro lado, existe una ambigüedad acerca de asumir a los negros 

libertos como ciudadanos plenos en las repúblicas emergentes. (pp. 144-145).  

Esto demuestra que la libertad por si sola en aquella época era vista como una 

forma de abolir la esclavitud en la región centroamericana, sin embargo, otras 

libertades fueron protegidas por la CRFCA como lo fue la protección de otros derechos 

humanos como la libertad de expresión y la libertad de tránsito, en donde la primera 

libertad se definía como la prohibición al Congreso, las Asambleas o las demás 

autoridades de coartar la  libertad de pensamiento, la de palabra, la de escritura o la 

de imprenta, tampoco permitía suspender el derecho de peticiones de palabra o por 

escrito (Artículo 175; punto 1 y 2, CRFCA, 1824) y la segunda libertad como la 

prohibición a las mismas autoridades antes mencionadas de prohibir a los ciudadanos 

o habitantes de la República libres de responsabilidad, la emigración a un país 

extranjero (Artículo 175; punto 3, CRFCA, 1824).  

En el mismo orden de ideas, otros derechos humanos tutelados en la 

Constitución de la República Federal de Centroamérica fueron: a) derecho a un juicio 

justo (Artículos 137, 145), b) derecho a la vida (Artículo 152), sin embargo este no era 

absoluto, ya que en la época existía la pena de muerte para delitos que atentarán 

directamente contra el orden público, y en los delitos de asesinato, homicidio 

premeditado o seguro, c) derecho de igualdad (Artículo 153), derecho a la no 

detención arbitraria o destierro (Artículo 155), d) derecho de presunción de inocencia 

(Artículo 160), e) derecho de asilo (Artículo 12), f) derecho de portación de armas 

(Artículo 176; punto 1), g) derecho de propiedad privada (Artículo 168), h) libertad de 

reunión o asociación (Artículo 176; punto 2), i) Derecho de la privacidad (Artículo 176; 

punto 3), j) derecho a no ser juzgado por comisiones especiales (Artículo 176; punto 

4).  

En conclusión, esta constitución política centroamericana ha reflejado: primero, 

una gran gama de derechos humanos protegidos por la República Federal de 

Centroamérica, de los cuales muchos de ellos a través de los años fueron fortalecidos y 

otros fueron eliminados, segundo, un espíritu integracionista innovador y visionario en 

el área de los derechos humanos, característica que debe ser resaltada, y, por último, 

la importancia política y moral que le dieron los próceres de la independencia al 
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afianzamiento de los derechos humanos en la región, basados en los principios de 

libertad, igualdad, seguridad y propiedad.   

 

2.2. Tratados de Paz y Amistad de 1907 y el Inicio de Derechos 

Supranacionales. 
 

El proceso de paz en Centroamérica nació como un esfuerzo por conciliar la 

autonomía de la voluntad de los Estados del istmo con la unidad regional, en el cual en 

1902 creó el Tribunal Centroamericano de Arbitraje, primer tribunal internacional del 

mundo. La creación de este tribunal fue el resultado del llamado del Presidente de 

Nicaragua de la época José Santos Zelaya a cuatro de los cinco Estados suscriptores del 

TPA años posteriores en 1907, esa primera vez se reunieron en el Puerto de Corinto, 

Nicaragua para arreglar sus diferencias, con la ausencia momentánea de Guatemala, 

debido al conflicto que existía entre el mandatario de este último país y el presidente 

de Nicaragua a propósito de la influencia que uno y otro pretendía ejercer en la región. 

De esta reunión se firmó un tratado que creó el Tribunal de Arbitraje y un 

procedimiento para resolver conflictos, como por ejemplo diferendos territoriales.  

Un año más tarde en 1903 se suscribió un tratado similar, esta vez con la 

participación de Guatemala, aunque con la ausencia de Costa Rica, en el que se fijó el 

principio de la “no intervención” en los asuntos internos de los otros Estados, 

asimismo, un año después en 1904 los dos tratados antes firmados fueron 

confirmados y expandidos por una alianza militar defensiva.  

Luego de estos hechos, en 1907 los presidentes de Estados Unidos de América y 

México invitaron a los presidentes de los cinco Estados a una conferencia en 

Washington DC para evitar un conflicto armado entre Nicaragua, El Salvador y 

Honduras. Esta conferencia dio como resultado el TPA con una duración de diez años y 

varias convenciones, en este tratado fue creada la Corte de Justicia Centroamericana 

(Gutiérrez, 2009, p. 7). 

El tratado antes mencionado, es otro de los ejemplos claros de la visión futurista 

con la cual los Estados centroamericanos han abordado el tema de los derechos 

humanos en la región, por las siguientes razones: primero, fijó como objetivo principal 

mantener la paz en la región (Artículos 1, 2 y 3, TPA, 1907); y, segundo, lo estableció 

como un deber de las Repúblicas de Centroamérica. Cabe mencionar que en la 

actualidad la paz es un derecho humano de tercera generación, mientras que para 

aquella época en Centroamérica este ya era un derecho que empezaba a ser definido 

en un tratado internacional y a ser observado y custodiado por la Corte de Justicia 

Centroamericana (Primer Tribunal Internacional del mundo), la cual tenía por objeto:  

Mantener en éstas la paz y la armonía, y es por su naturaleza, por sus 

atribuciones y por el carácter de su jurisdicción, un Tribunal Permanente de Justicia 

Internacional, CON POTESTAD PARA JUZGAR Y RESOLVER A PETICION DE PARTE, todos 

los asuntos comprendidos en su ley constitutiva y para sostener y administrar, 

conforme a la misma, la oficina de su despacho y los intereses de ésta. (Gutiérrez, 

2009, p. 32).  
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En otro orden de ideas, este instrumento representó un esfuerzo por parte de los 

Estados Centroamericanos de consolidar y universalizar el acceso a la educación 

(derecho humano de segunda generación, que empezó su fortalecimiento en la 

segunda mitad del siglo XX) para los centroamericanos mediante la creación de 

Institutos Centroamericanos para el fomento de sus más vitales intereses (Escuela 

Práctica de Agricultura en El Salvador, una de Minería y Mecánica en Honduras y otra 

de Artes y Oficios en Nicaragua) y la creación del Instituto Pedagógico y de la Oficina 

Internacional Centroamericana (Artículo IV, TPA, 1907).  

Aunque el TPA en su artículo IV no menciona la palabra educación y su 

resguardo, sin duda las acciones antes descritas evidencian para la época en que 

fueron adoptadas un gran esfuerzo por educar a los centroamericanos en distintas 

áreas, como la minería, la mecánica, la agricultura, las artes y oficios, por lo que este 

artículo debe ser visto como una acción en pro de la construcción del derecho a la 

educación en la región centroamericana, derecho que décadas después sería 

estipulado en otros instrumentos jurídicos internacionales en el resto del continente 

Americano y del mundo. 

Asimismo, otorgó los mismos derechos civiles que gozaban los nacionales a 

cualquiera de los ciudadanos de las partes contratantes que residieran en el territorio 

de cualquiera de las otras, además otorgando el derecho de ser ciudadanos en el país 

que residían si reunían las condiciones exigidas por leyes constitutivas, por otro lado 

les permitió pagar las mismas contribuciones o tasas ordinarias o extraordinarias que 

pagaban los naturales del país en que residían, y, por último, si no eran naturalizados 

se encontraban exentos del servicio militar obligatorio (Artículo VI, TPA, 1907).  

Aunado a esto, otro de sus elementos visionarios esta vez a nivel del derecho 

comunitario y los derechos humanos, fue la implementación de la libertad de 

establecimiento y libre prestación de servicios, la cual se dio en la experiencia de la 

integración europea hasta la suscripción del Tratado de Roma en 1957. Con este 

elemento visionario, Centroamérica fortaleció el derecho humano al trabajo (derecho 

económico, social y cultural de segunda generación), pues, permitió a cualquier 

individuo que contará con un título profesional o de estudios científicos hechos en 

universidades, escuelas facultativas o institutos de segunda enseñanza de alguna de 

las Repúblicas Centroamericanas ejercer su profesión en cualquiera de ellas sin 

especial gravamen. Así también, fijo como únicos requisitos para la movilidad laboral 

en la región: 1) la presentación del diploma o título correspondiente debidamente 

autenticado y 2) en caso necesario, la justificación de la identidad de la persona y la 

obtención del pase del Poder Ejecutivo (Artículo VII, TPA, 1907).   

Otro rasgo de adelanto por parte de Centroamérica en materia de derechos 

humanos es el derecho de propiedad intelectual, el cual en el marco internacional fue 

estipulado como derecho humano hasta el año de 1966 mediante el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aprobado mediante la 

resolución 2200 A (XXI) de la Asamblea General de la Organización de las Naciones 

Unidas. No obstante, este derecho humano fue una realidad en Centroamérica 

cincuenta y nueve años antes con el TPA, el cual estipulaba: “los ciudadanos de los 

países signatarios que residan en el territorio de los otros gozarán del derecho de 
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propiedad literaria, artística o industrial en los mismos términos y sujetos a los 

mismos requisitos que los naturales” (Artículo VIII, TPA, 1907).  

En particular, como se ha desarrollado anteriormente todos los derechos 

humanos antes determinados han sido inferidos del análisis al Tratado General de Paz 

y Amistad, aunque la mayoría de estos no son mencionados como derechos 

textualmente en el Tratado, se ha inferido el trato como tal del análisis del espíritu de 

la norma, en la cual se vislumbra la protección a estos derechos humanos en la región 

centroamericana mediante las acciones anteriormente descritas, a diferencia de esto, 

en el artículo X las Repúblicas Centroamericanas si se mencionan el derecho de asilo, 

al estipular: “se comprometen a respetar la inviolabilidad del derecho de asilo a bordo 

de los buques mercantes de cualquiera nacionalidad surtos en sus puertos…” (Artículo 

X, TPA, 1907). Esto denota el resguardo e importancia que existía en esta época a este 

derecho humano por parte de la región Centroamericana.  

Por último, dos derechos humanos a resaltar en el TPA son los estipulados en el 

artículo XI y XV sobre los derechos consulares y de justicia respectivamente, en el 

primero se estipula que los agentes diplomáticos y consulares de las Repúblicas 

Centroamericanas prestarán a los ciudadanos de cualquiera de ellas y a sus buques o 

propiedades la misma protección de sus compatriotas y en el segundo artículo se fija 

que las autoridades judiciales de las Repúblicas Centroamericanas darán curso a 

requisitorias concernientes a citaciones, interrogatorios y actos de procedimiento o 

instrucción en materia civil, comercial y criminal.  

Lo antes mencionado debe resaltarse en aras de evidenciar ese espíritu 

progresista y visionario centroamericano en materia de derechos humanos y de 

integración regional, pues ambos derechos fueron consagrados en 1907 mediante el 

TPA, mientras que su construcción en Europa empezó hasta la segunda mitad del siglo 

XX y su consagración como derechos fundamentales no fue hasta la suscripción de la 

Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el año 2000, en donde el 

artículo 46 estipuló los derechos consulares y el capítulo VI los derechos sobre justicia 

y su acceso.    

 En conclusión, el Tratado General de Paz y Amistad de 1907 es un claro ejemplo 

de la conciencia visionaria que ha caracterizado a los actores políticos de la región 

centroamericana, la cual desde la independencia hasta esta fecha perduró. El ejercicio 

de análisis constructivo e historicista anterior logró relucir hechos como: 1) la creación 

del primer tribunal internacional del mundo (Corte de Justicia Centroamericana), 2) 

permitir el libre establecimiento y libre prestación de servicios mucho antes que la 

Unión Europea, 3) impulsar y proteger el derecho de propiedad intelectual mucho 

antes que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 4) 

estimular el trabajo y la educación a nivel internacional mediante la suscripción de un 

tratado internacional, 5) otorgar el derecho de asilo  y el respeto de su inviolabilidad, 

6) brindar derechos consulares, civiles y de acceso a la justicia a todos los 

centroamericanos sin importar su nacionalidad.  

Lastimosamente la mayoría de estos logros no perduraron en el tiempo debido a 

la inestabilidad en Centroamérica, por los cambios políticos en El Salvador, Honduras, 

Nicaragua, Costa Rica y Guatemala (Toussaint, 2007, p. 113). 
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2.3. Tratados de Paz de 1923 y la Introducción de Derechos Sociales y 

Económicos. 

En un primer momento en el apartado anterior, se pudo vislumbrar como las 

Repúblicas Centroamericanas empezaron la construcción y consolidación de algunos 

derechos sociales y económicos en la región, como lo fue en el caso del derecho al 

trabajo, el derecho a la educación y el derecho de propiedad intelectual. No obstante, 

cabe mencionar que este esfuerzo buscó fortificarse en 1923 con la suscripción de los 

Pactos de Washington del Tratado General de Paz y Amistad (PWTPA).  

El contexto histórico en que se suscribieron no fue una época marcada por la paz 

y la tranquilidad en la región, debido a los cambios políticos en El Salvador, Honduras, 

Nicaragua y Costa Rica primero y en Guatemala después. Dos de esos cambios 

políticos fueron los que impulsaron la celebración de estos acuerdos, el primero fue el 

de Costa Rica en 1917, en donde se proclamó presidente Joaquín Tinoco mediante un 

golpe de Estado fraguado al entonces presidente Alfredo González y el segundo fue el 

de Guatemala en 1920 con la destitución del dictador Estrada Cabrera por demencia, 

en la cual fue remplazado por Carlos Herrera miembro del partido unionista 

(Toussaint, 2007, pp. 114-116).  

De ahí surgió la necesidad de una nueva convocatoria para la paz regional, en 

donde se consideraba la implementación de proyectos unionistas en la región, 

aprovechando el gobierno del partido unionista en Guatemala. Esta convocatoria se 

hizo real en el año de 1923 mediante la Conferencia de Washington, la cual buscó 

“encontrar mecanismos para reforzar los tratados de 1907 pero sin crear una 

federación u otra corte de justicia centroamericana” (Toussaint, 2007, p 118). En esta 

conferencia se celebraron varias convenciones y tratados, de los cuales solo el de paz y 

el de limitación de armamento fueron ratificados por las cinco Repúblicas 

Centroamericanas; sin embargo, cabe mencionar que en todos estos instrumentos 

jurídicos internacionales se protegieron muchos derechos humanos a rango 

internacional, por lo cual es importante mencionarlos en aras de evidenciar la carga 

moral y política que han tenido los derechos humanos para los gobiernos 

centroamericanos.  

La Convención sobre Limitación de Armamentos significó el realce y protección 

de dos derechos humanos vitales, como lo son: 1) el derecho de seguridad y 2) el 

derecho de defensa. En esta convención se fijó como deber primordial de las fuerzas 

armadas de los gobiernos centroamericanos el mantenimiento del orden público, 

mediante el establecimiento de una Guardia Nacional, la cual cooperaría con los 

ejércitos de la época en la conservación del orden en el país y sus fronteras. Asimismo, 

limitó la cantidad de naves aéreas y buques de guerra a poseer por cada Estado 

Centroamericano, fijando como excepción aplicable en casos de guerra civil o amenaza 

de algún Estado, en aras de hacer valer el derecho de defensa de las Repúblicas 

Centroamericanas. Además, es necesario aludir que este Tratado debe ser considerado 

como el antecesor o inspiración de lo que años después en el Sistema de la Integración 

Centroamericana llegó a ser el Tratado Marco de Seguridad Democrática en 

Centroamérica. 

En materia de derechos humanos económicos, sociales y culturales, en específico 

en el fortalecimiento de derechos como la educación y el trabajo se suscribieron dos 
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convenciones que beneficiaron el ejercicio de estos derechos, como lo fueron la 

Convención para el Establecimiento de Centros para Experimentos Agrícolas y sobre 

industrias Pecuarias y la Convención para Unificar las Leyes Protectoras de Obreros y 

Trabajadores.  

La primera convención mencionada, reforzó el derecho a la educación de los 

centroamericanos mediante: primero, la investigación científica que impulsarían los 

Centros de Experimentos Agrícolas y sobre Industrias Pecuarias creados en la región; 

y, segundo, la divulgación de las publicaciones de estos centros se fomentaba la 

ampliación de conocimientos en materia agrícola y pecuaria. Por otro lado, la segunda 

convención permitía la unificación de las legislaciones laborales de las Repúblicas 

Centroamericanas y el fortalecimiento del derecho al trabajo, como por ejemplo: la 

prohibición a emplear niños menores de doce años en establecimientos industriales, 

con excepción de los trabajos de las escuelas de artes y oficios, obligar a una persona 

a un trabajo determinado bajo pena de apremio corporal en caso de desobediencia, el 

otorgamiento del derecho a un día de descanso semanal, el otorgamiento de cargas 

sociales a los trabajadores, el derecho al seguro social obligatorio para subvenir a las 

necesidades de los trabajadores y sus familias en caso de: maternidad y en el caso de 

enfermedad o inhabilidad permanente y además estipuló la creación de oficinas 

gratuitas encargadas de buscar trabajo a los que no pudieran conseguirlo con el 

objetivo de mantener juntos a los miembros de una misma familia. 

Aunado a esto, esta segunda convención fijó la protección de los derechos de 

educación y trabajo de los menores de quince años, los cuales prohibió que fueran 

empleados en horas de clase y que no hubieran terminado los cursos de instrucción 

primaria obligatoria.  

Otra de las convenciones que fortaleció el derecho a la educación en la región 

centroamericana fue la Convención para el Cambio Reciproco de Estudiantes 

Centroamericanos, la cual estableció que las Repúblicas Centroamericanas en aras de 

entablar vínculos fraternales entre la juventud centroamericana debía poner a 

disposición de cada uno de las otras seis becas en uno de los Institutos Oficiales de 

Enseñanza especialmente en las áreas de pedagogía, agricultura, minería, artes y 

oficios.  

Por último, aunque Costa Rica no suscribió esta convención, se establecieron 

derechos y regulaciones en ámbitos económicos, como lo fue la Convención de Libre 

Cambio de los Productos Naturales y Manufacturados, Originarios de Centroamérica, 

documento que permitió que ciertos productos (con excepción expresa del café, el 

azúcar y los artículos estancados) estuvieran libres de derechos e impuestos fiscales y 

municipales. 
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III. LOS DERECHOS HUMANOS EN LA GOBERNANZA MULTINIVEL 

ACTUAL EN CENTROAMERICA 
 

En este apartado se evidenciarán como a través del tiempo en la región 

centroamericana ha perdurado la protección a los derechos humanos, esta vez desde 

el punto de vista del Derecho Comunitario del SICA y del Derecho Constitucional de los 

Estados miembros, mediante el análisis del Protocolo de Tegucigalpa y sus 

instrumentos complementarios, y de las constituciones políticas de los Estados 

miembros del SICA y la presencia de un catálogo de derechos humanos determinado 

de los derechos que han sido resguardados por la región desde la Constitución de la 

República Federal de Centroamérica hasta el Protocolo de Tegucigalpa y sus 

instrumentos complementarios.  

3.1. El Protocolo de Tegucigalpa y sus Instrumentos Complementarios. 

 

El Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados 

Centroamericanos (ODECA) es el instrumento de mayor jerarquía en el SICA, el cual 

según la Corte Centroamericana de Justicia (CCJ) es:  

El tratado constitutivo marco de la integración centroamericana, y por tanto el 

de mayor jerarquía y la base fundamental de cualquier otra normativa 

centroamericana sean éstos, Tratados, Convenios, Protocolos, Acuerdos u otros 

actos jurídicos vinculatorios anteriores o posteriores a la entrada en vigencia 

del Protocolo de Tegucigalpa. (CCJ. Exp. No. 3-4-95. 24 de mayo de 1995).  

Dicho Tratado, crea el marco institucional de la integración regional de 

Centroamérica denominado SICA, el cual se encuentra complementado por otros 

Tratados suscritos por los Estados miembros del SICA, como lo son: el Tratado Marco 

de Seguridad Democrática en Centroamérica (TMSD), el Protocolo de Guatemala (PG), 

aunque estos dos son parte de los instrumentos complementarios del SICA no 

formarán parte de este análisis, ya que no han sido ratificados por la totalidad de los 

Estados miembros (TMSD: Costa Rica y Panamá, PG: República Dominicana y Belice), el 

Tratado de la Integración Social Centroamericana (TISCA) y la Alianza para el Desarrollo 

Sostenible de Centroamérica (ALIDES), en el cual este último instrumento ha sido 

definido por la CCJ como un: 

 "Acuerdo" derivado del referido Protocolo, adoptado por el Órgano Supremo del 

Sistema de la Integración para sí y con otros Estados, que por su naturaleza ya 

señalada y jerarquía inferior, no modifica, deroga, sustituye o desnaturaliza el 

Protocolo de Tegucigalpa. (CCJ. Exp. No. 3-4-95. 24 de mayo de 1995).  

La protección de los Derechos Humanos en el SICA ha sido un poco temerosa en 

el aspecto de definir un catálogo de Derechos Humanos para la región; sin embargo, 

sus instrumentos jurídicos recogen varios derechos que pueden ser extraídos de la 

interpretación de estas normas, aunque no garantiza su protección sí impulsa que el 

proceso de integración centroamericana sea construido a partir de estos. 
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Así, por ejemplo, en el siguiente cuadro se puede observar como algunos de 

estos derechos se encuentran de manera textual o mediante interpretación en el 

Protocolo de Tegucigalpa (Tratado Constitutivo Marco del SICA), Alianza para el 

Desarrollo Sostenible de Centroamérica y el Tratado de la Integración Social 

Centroamericana, instrumentos jurídicos comunitarios del Derecho Originario del SICA.  

Cuadro # 1: Derechos Fundamentales en la normativa del SICA. 

Derechos.    

Libertad. Art. 3; c) Bases: Punto 3. Art. 7; b) 

Igualdad. Art 4; f) - Art. 7; e) 

Seguridad. Art. 3; b), 4; g) 
Princ.: Punto 2. Bases: Punto 2; 

c) 
- 

Paz. Art. 3; a) Preámbulo. Art. 6; d) 

Educación. - 
Princ.: Punto 2. Bases: Punto 2; 

a) 
Art. 6; h) 

Trabajo. - Bases: Punto 2; d) Art. 1 

Vida. - 
Preámbulo. Princ.: Punto 1. 

Bases: Punto 2; último párrafo. 
Art. 1 

Salud. - Bases: Punto 2; a) Art. 6; h) 

Ambiente. Art. 3; b), i) Princ.: Punto 3. Bases: Punto 4. Art. 6; f) 

Pluricultural. Art. 3; g) y 4; c) Princ.: Punto 5 Art. 5, 6; i) 

Civiles y Políticos Art. 3; b) Princ.: Punto 4. Art. 8; a) 

Fuente: Elaboración Propia. 

Jurisprudencia Supranacional. 

De acuerdo al Convenio de Estatuto de la Corte Centroamericana de Justicia de 

(CECCJ) 1992 “la competencia de La Corte no se extiende a la materia de derechos 

humanos, la cual corresponde exclusivamente a la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos” (CECCJ, artículo 25, 1992). No obstante, este tribunal supranacional ha 

interpretado mediante su jurisprudencia que, en materia de violación de derechos 

fundamentales, este tribunal podrá resolver en el caso de que la violación de Derechos 

Humanos se diera por parte de un Órgano, Organismo o Institución del SICA: 

en atención a que uno de los pilares en que se fundamenta el Sistema de la 

Integración Centroamericana (SICA), es el irrestricto respeto, tutela y 
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promoción de los Derechos Humanos, de conformidad con los artículos 3 a) y 4 

a) del Protocolo de Tegucigalpa, que este Tribunal está en la obligación de 

salvaguardar y hacer efectivos a lo interno del Sistema, ya que dichos 

Órganos, Organismos e Instituciones no están sujetos a la jurisdicción de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, y los afectados por ellos 

quedarían sin protección alguna. (CCJ. Exp. No. 11-1-8-2000.24 de octubre del 

2000).  

Partiendo de ello, el exmagistrado de la CCJ, el Dr. Jorge Giammattei, también ha 

interpretado que este tribunal supranacional puede conocer sobre la violación de los 

Derechos Humanos consagrados en la tercera generación, como por ejemplo el 

derecho al medio ambiente y la solidaridad. Sobre este tema el Dr. Giammattei ha 

mencionado que: “cualquier ciudadano centroamericano, podría demandar a los 

Estados miembros del SICA y, cuando corresponda, a los Órganos y Organismos del 

Sistema, cuando contraríen cualquier disposición de esta amplia gama de la normativa 

comunitaria vigente, relacionada con la conservación o mejora del medio ambiente”. 

(Giammattei, 2001, p. 219).  

Ejemplo de lo antes dicho, fue la sentencia de la CCJ del 21 de junio del 2012, en 

la cual este tribunal supranacional resolvió una demanda en contra del Estado de Costa 

Rica por la violación del Derecho Humano a un ambiente sano, debido a la 

construcción de una carretera sin estudios ambientales previos sobre su viabilidad 

(Costa Rica es miembro del SICA, sin embargo, no reconoce la competencia de la CCJ, 

ya que no ha ratificado el CECCJ).  

Sobre este tema, este tribunal consideró:  

Que Costa Rica estaba obligada a comunicar al Gobierno de Nicaragua sobre la 

construcción de la carretera, sus características, efectos y Estudio de Impacto 

Ambiental en virtud de sus compromisos de carácter internacional y comunitario que le 

imponen los tratados, convenios, acuerdos y actos normativos derivados del Protocolo 

de Tegucigalpa en materia de Protección del Medio Ambiente. (CCJ. Exp. No. 12-06-12-

2011. 21 de junio del 2012). 

Siguiendo esta idea, la CCJ condenó al Estado de Costa Rica por  haber incurrido 

en responsabilidad por daños ecológicos y conexos al río San Juan de Nicaragua  y al 

Corredor Biológico Centroamericano y su respectiva cuenca, esto amparado en la 

violación del PT (Artículos 3, 4 y 6), PG (Artículos 26 y 35), ALIDES (objetivos 3 y 7), del 

Convenio Constitutivo de la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo 

(Artículos 1, 2; letras a, b y g) y del Convenio para la Conservación de la Biodiversidad 

y Protección de Áreas Silvestres Prioritarias en América Central (Artículos 2, 10, 13, 25, 

29, 33 y 37). 

Otra forma mediante la cual la CCJ ha ampliado sus competencias en materia de 

Derechos Humanos, ha sido mediante la sentencia del 20 de octubre del 2010, en la 

cual se estableció la existencia de los Derechos Comunitarios Colectivos e Individuales 

(Considerando I), los cuales emanan de la normativa comunitaria (compuesta por 

principios rectores del marco jurídico del SICA y del actuar de sus Estados miembros 

mediante órganos, organismos e instituciones), esta norma comunitaria según la CCJ:  
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otorgan derechos al conglomerado social que integra la Comunidad 

Centroamericana, garantizando de manera particular para los ciudadanos, derechos 

comunitarios individualizados, los cuales son oponibles contra el actuar de los órganos 

de la comunidad y de los Estados que la conforman, cuando los mismos sean 

afectados por sus decisiones o actos. (CCJ. Exp. No. 1-18-02-2010. 20 de octubre del 

2010).  

Del párrafo anterior, se extrae la idea del otorgamiento por parte de la normativa 

comunitaria de derechos al conglomerado social que integra el SICA, sobre esta idea, 

en esta misma sentencia la CCJ menciona varios derechos generales individuales y 

colectivos que se encuentran en esta normativa comunitaria, de los cuales a manera de 

ejemplo se pueden mencionar los consagrados en el Protocolo de Tegucigalpa 

(Artículos 3; letra a y c, 4; letras a y b) y en el Tratado Constitutivo del Parlamento 

Centroamericano (Artículos 2 y 6).  

En conclusión, la jurisprudencia supranacional emitida por la Corte 

Centroamericana de Justicia en materia de Derechos Humanos ha sido en su mayoría 

con el objetivo de determinar su competencia en este ámbito, esta ha sido ampliada 

mediante la interpretación del artículo 25 del Convenio de Estatuto de la Corte 

Centroamericana de Justicia, interpretación que ha permitido a este tribunal 

supranacional conocer de derechos humanos en los siguientes supuestos: 1) violación 

de Derechos Humanos por parte de Órganos, Organismos o Instituciones del SICA, 2) 

violación por parte de Estados miembros o de la institucionalidad del SICA de derechos 

de tercera generación, como por ejemplo el derecho al medio ambiente y 3) la tutela 

de Derechos Comunitarios Colectivos e Individuales, los cuales emanan de la normativa 

comunitaria del SICA. 

3.2. Los Derechos Humanos en las Constituciones Políticas de los Estados 

Miembros del SICA. 

En los apartados anteriores, se elaboró una construcción y análisis de la evolución 

de los derechos humanos desde la óptica del proceso de la integración 

centroamericana, partiendo desde la Constitución de la República Federal de 

Centroamérica hasta la actualidad con el Protocolo de Tegucigalpa y sus instrumentos 

complementarios.  

Este ejercicio ha logrado demostrar que, a través de más de ciento noventa y tres 

años de esfuerzo y trabajo por parte de los próceres centroamericanos, actores 

políticos del siglo XX y los Presidentes fundadores del Sistema de la Integración 

Centroamericana han existido derechos humanos los cuales han caracterizado el 

espíritu integracionista de la región y han formado parte siempre de los instrumentos 

jurídicos de la integración centroamericana.  

Por esta razón, en esta sección se desarrollará como ese espíritu integracionista 

en materia de derechos humanos no solo se encuentra consagrado en los instrumentos 

jurídicos de la integración centroamericana, sino que también la mayoría de ellos están 

presentes en las Constituciones Políticas de los Estados miembros del SICA.  

Para ello, el siguiente cuadro recoge de los instrumentos jurídicos de la 

integración centroamericana antes analizados (CRFCA, TPA, PWTPA, PT, ALIDES y 
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TISCA) los derechos humanos que han perdurado a través del tiempo como parte del 

espíritu integracionista centroamericano, estos derechos humanos son los siguientes: 

a) libertad, b) igualdad, c) seguridad, d) justicia, e) asilo, f) derechos civiles y políticos, 

g) paz, h) educación, i) trabajo, j) vida, k) salud, l) ambiente y m) pluriculturalidad o 

multiétnica.  

Con lo cual se analizará la presencia de estos derechos humanos en las 

Constituciones Políticas de los Estados miembros del SICA, los cuales son: Costa Rica 

(CR), Guatemala (GT), El Salvador (ES), Honduras (HN), Nicaragua (NIC), Panamá (PA), 

Belice (B) y República Dominicana (RP). 

Constitución 

Política. 

CR. GT. ES. NIC. HON. PA RD. B. 

Derechos.         

Libertad. Art. 24. Art. 2 y 

4. 

Art. 1, 

2, 4 y 

11. 

Art. 25. Art. 1, 

60, 61 

y 69. 

Art. 21. Art. 8, 

40 y 

41. 

Part II, Art. 

3; a). 

Igualdad. Art. 33. Art. 4.  Art. 3.  Art. 48, 

50 y 

73.  

Art. 60 

y 61. 

Art. 20. Art. 8 y 

39. 

Parte II, 

Art. 3; a) y 

6; 1). 

Seguridad. Art 121; 

7) y 

140; 16). 

Art. 2, 3, 

183; b) y 

244. 

Art. 1, 

2 y 

168; 3). 

Art. 25; 

2.  

Art. 61.  Art. 310.  Art. 10, 

40 

Part II, Art. 

3; a). 

Justicia Art. 41. Art. 2 y 

203.  

Art. 1, 

21, 172 

y 181. 

Art. 

158, 

160.  

Art 1 y 

303. 

Art. 201. Art. 69. Part II, Art. 

6; 2). 

Asilo. Art. 31. Art. 27.  Art. 28. Art. 42. Art. 

101. 

Art. 24.  Art 46; 

2 

-* 

Políticos. Art. 26, 

28, 90 y 

95. 

Art. 135 

a 137.  

Art. 72 

y 73. 

Art. 5 y 

47, 55 

Art. 28 

y 37; 

3). 

Art. 131 

a 145. 

Tit. II, 

Cap. I, 

Sec. I. 

Parte II, 

Art. 3, 13 

Paz.  -* Art. 2. -* Art. 3 y 

9.  

-* -* Art. 26; 

4).  

-* 

Educación. Art. 77 y 

78. 

Art. 71 a 

76.  

Art. 53 

a 59.  

Art. 58, 

116 a 

Art. 

151 a 

Art. 91 a 

108. 

Art 63.  -* 
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125.  171.   

Trabajo.  Art. 56. Art. 101. Art. 2 y 

37. 

Art. 57 

y 80. 

Art. 

127.  

Art. 64.  Art. 62. Parte II, 

Art. 15.   

Vida. Art. 21. Art. 1, 2 

y 3. 

Art. 2 y 

11. 

Art. 23. Art. 61. Art. 17.  Art. 37. Part II, Art. 

3; a). 

Salud. -* Art. 93.  Art. 1 y 

65. 

Art. 59.  Art. 

145.  

Art. 109. Art. 61.  -* 

Ambiente.  Art. 50. Art. 97.  Art. 

117. 

Art. 60 

y 102 

Art. 

145. 

Art. 118.  Art. 67.  -* 

Pluricultural. Art. 1. Art. 58.  Art. 62. Art. 89, 

121 y 

180. 

Art. 

173.  

Art. 90.  Art. 64; 

3).  

-* 

 

* Existen algunos derechos humanos que no se encuentran consagrados de forma 

textual en las constituciones políticas de los Estados miembros del SICA, sin embargo 

se han consagrado como tales mediante fallos jurisprudenciales por parte de sus 

Tribunales Constitucionales, algunos de esos ejemplos se desarrollarán en el siguiente 

apartado. Fuente: Elaboración Propia.  

Tomando del cuadro anterior, se puede extraer como la mayoría de Derechos 

Humanos que han sido consagrados en los instrumentos jurídicos internacionales de 

integración de los Estados miembros del SICA han sido inspirados de las mismas 

Constituciones Política de sus Estados miembros, los cuales establecen los estándares 

de protección que existen en la región. Así pues, una futura Carta de Derechos 

Fundamentales del SICA debe tomar en cuenta como parte de su catálogo de Derechos 

Fundamentales los derechos mencionados en el cuadro anterior, los cuales han sido 

tutelados a través de la historia de la región centroamericana por sus instrumentos 

internacionales de integración y por sus Constituciones Políticas, lo cual demuestra un 

esfuerzo regional y coordinado por la protección de los Derechos Humanos.  

3.2.1. Derechos Humanos en la jurisprudencia Constitucional de los 

Estados miembros del SICA. 

 

En las Constituciones Políticas de los Estados miembros del SICA se ha logrado 

encontrar la mayoría de los derechos humanos que reflejan el espíritu integracionista 

de la región centroamericana, sin embargo, algunos otros no se expresan de manera 

textual en las constituciones, pero han sido constituidos como tales vía jurisprudencial 

por los Tribunales Constitucionales de los Estados miembros del SICA.  

En el siguiente apartado se mencionarán algunos fallos jurisprudenciales de estos 

Tribunales Constitucionales que han estipulado estos derechos como derechos 

humanos para su Estado.  
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En el caso de Costa Rica el derecho a la paz no es un derecho humano que se 

encuentra consagrado de manera textual en su Constitución Política, sin embargo, 

según Araya, L. (2013) se encuentra de manera implícita, pues menciona:  

Sí se desprende de su articulado que el constituyente quería asegurarse que en 

nuestra patria no existiera la posibilidad latente de la guerra o el inicio de un conflicto 

armado, Por eso garantizó el Derecho a la Paz en su concepción tradicional o clásica… 

Existe una norma en particular en la Constitución Política de 1949 que establece con 

claridad los fundamentos de una cultura política que respete la paz como derecho 

fundamental de la población y como centro de la política exterior de nuestro país. El 

artículo 12 de nuestra Carta Magna es el reflejo más claro de la intención del 

constituyente de establecer un derecho fundamental a la paz, que en lo que nos 

interesa dispone: “Se proscribe el ejército como institución permanente... (pp. 33-34).  

Sobre este mismo tema, la Sala Constitucional ha mencionado que el carácter 

pacifista de Costa Rica se desprende de la carencia de ejército al mencionar: 

“La Sala considera que estas disposiciones -varios Protocolos sobre armas- son 

congruentes con el carácter pacifista de nuestra Nación, uno de cuyos reflejos 

ha sido la proscripción del ejército como institución permanente” (Sala 

Constitucional de Costa Rica, 1998, Voto 5782-98).  

En el mismo orden de ideas, en el caso de El Salvador, la paz ha sido abordada 

por su Tribunal Constitucional en la sentencia 44-2013/ 145-2013 del 13 de julio del 

2016, en la cual se resolvió la acción de inconstitucionalidad de la Ley de Amnistía 

General para la consolidación de la paz, la cual surgió como herramienta o medida 

para contribuir a lograr los fines previstos en los Acuerdos de Paz (16 de enero de 

1992). Dicha Ley de Amnistía fue declarada inconstitucional con el objetivo de 

garantizar mediante esta decisión “la seguridad jurídica y la justicia respecto de los 

hechos más graves cometidos contra los derechos fundamentales por ambas partes, y 

se habilita una amnistía compatible con la Constitución, con los estándares del 

Derecho internacional, a fin de contribuir con ello al perdón y a la reconciliación 

nacional.” (Sala Constitucional de El Salvador, 2016, Voto 44 y 145/2013).  

Por otro lado, el derecho a la salud, es otro derecho humano que no se 

encuentra estipulado de manera textual en la Constitución Política de Costa 

Rica, sin embargo el magistrado de la Sala Constitucional de este país el Dr. 

Fernando Castillo Víquez menciona: “la SC, en su jurisprudencia, estableció que 

el derecho a la salud tiene cobertura constitucional, siendo un derecho 

fundamental que se deriva del derecho a la vida –artículo 21 de la Constitución 

Política (en adelante CP)- y del derecho a un ambiente saludable y 

ecológicamente equilibrado -artículo 50 de la CP.” (Castillo, 2011, p. 1).  

Sobre el derecho a la salud en Costa Rica, la Sala Constitucional ha estipulado 

que:  

DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD. El derecho a la vida reconocido en el 

numeral 21 de la Constitución es la piedra angular sobre la cual descansan el 

resto de los derechos fundamentales de los habitantes de la república. De igual 

forma, en ese ordinal de la carta política encuentra asidero el derecho a la 
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salud, puesto que, la vida resulta inconcebible si no se le garantizan a la 

persona humana condiciones mínimas para un adecuado y armónico equilibrio 

psíquico, físico y ambiental. (Sala Constitucional de Costa Rica, 2003, Voto 

11222-03).  

En conclusión, las Constituciones Políticas en la región del SICA aunque no 

mencionan de manera textual la protección de algunos de los derechos humanos 

mencionados anteriormente, sus Tribunales Constitucionales han llenado ese vacío 

normativo mediante el reconocimiento de estos derechos fundamentales mediante su 

jurisprudencia. 
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IV. LOS DERECHOS HUMANOS COMO LEGITIMADORES DE LA 

INTEGRACION EN EL ASPECTO GLOBAL 

Los apartados previos de este ensayo revelaron el legado histórico y fuerte carga 

moral hacía los derechos humanos dentro de la integración centroamericana y, de 

igual manera, determinó cuales derechos en específico se cruzan entre el Protocolo de 

Tegucigalpa y sus instrumentos complementarios con las constituciones 

centroamericanas. Esta determinación demuestra una plataforma e sinergia entre el 

derecho comunitario y el constitucional mediante los derechos humanos, cual, a la 

visión de los autores de este ensayo, debe de ser explorada más profundamente y con 

potencial trasformador del Sistema de la Integración Centroamericana actual. 

No obstante a lo previo, y la relevancia de los derechos humanos la historia 

centroamericana, cabe mencionar que actualmente, y de manera universal, los 

derechos humanos se han convertido en un lenguaje legitimador del derecho, a todos 

sus niveles: internacional, regional, subregional y nacional. Por ello, los derechos 

humanos, más allá de reconocer garantías y libertades universales de individuos y 

grupos colectivos con justificaciones morales intrínsecas ligado a las construcciones 

históricas de sociedad, como las sociedades centroamericanas (Tasioulas 2015, 50), y 

como los mismos se han transformado pesos y contrapesos del poder público en todos 

sus niveles (Howse and Teitel 2013, 384). 

Incluso, se puede decir que actualmente los derechos humanos se han convertido 

en estándares de aplicación de otras normas internacionales (Besson 2012, 233; 

Cancado Trindade 2010, 444; Moeckli 2010, 128–30). El uso de los derechos humanos 

como pesos y contrapesos es claramente observable en el caso de la limitación de la 

aplicación de las normas del Consejo de Seguridad de la ONU y su régimen de 

contraterrorismo, por su potencial violación al régimen de garantías convencionales y 

constitucionales (Ver como ejemplos: casos del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea: European Commission, Council of the European Union and United Kingdom of 

Great Britain and Northern Ireland v. Yassin Abdullah Kadi (C-584/10 P, C-593/10 P 

and C-595/10 P) 2013, Kadi and Al Barakaat International Foundation v. Council and 

Commission (Case C–402/05 P and C–415/05 P) 2008; del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos: Bosphorus Hava Yollari Tuizm Ve Ticaret Anonim Sirketi v. Ireland 

(European Court of Human Rights, Application No. 45036/98, 30 June 2005, Nada v. 

Switzerland (European Court of Human Rights, Grand Chamber, Application no. 

10593/08, 12 September 2012; y de la Corte Suprema del Canadá: Abdelrazik v. 

Canada (Minister of Foreign Affairs) [2010] 1 F.C.R. 267).  

El resultado de este avance doctrinario, normativo y jurisprudencial de los 

derechos humanos y su impregnación dentro de todos niveles del derecho: 

internacional, regional y nacional, han convertido a los individuos en prerrogativas y 

centro del ejercicio del poder público y su rendición de cuentas (Brus 2002, 4; Moeckli 

2010, 128–30; Tasioulas 1996, 112–13; Villagrán Sandoval 2016, 43). 

Para objeto de estudio del presente ensayo, cabe mencionar que este lenguaje 

legitimador de los derechos humanos es también observable y apreciable en las 

experiencias y laboratorios comparados de integración, particularmente: la Europea y 

del Sudeste Asiático. Ambos regímenes de integración han sido influenciados, de 
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distintas maneras, y encontrado sus propios caminos en integrar los derechos 

humanos dentro de su gobernanza regional, obteniendo, así, diferentes resultados de 

conformidad a sus propios contextos. 

Esta divergencia de resultados se deriva causalmente al contexto y la visión 

propia de cada región en asignar un rol en específico a los derechos humanos en sus 

procesos de integración. De ahí, es necesario tomar la pauta que, al examinar 

laboratorios de integración comparados, el método con el cual se compara ha de ir 

más allá de la simple descripción normativa y legal del contenido dentro de las cartas 

regionales de cada empresa de integración.  

Es por ello, que este ensayo analiza comparativamente a los laboratorios, valga la 

redundancia, comparativos antes mencionados dentro de sus propios contextos y 

construcciones teleológicas y epistemológicas y como sus actores han actuado bajo 

estas circunstancias, visiones, valores que dieron vida y moldean su empresa de 

integración (Acharya 2016, 120; Ewald 1995, 2114; López-Medina 2005, 44), con el 

objeto de examinar y traer a la luz las condiciones sociales cuales influenciaron y dan 

contenido normativo a sus normas en materia de derechos humanos dentro de sus 

proyectos de integración (Ewald 1995, 2111; Husa 2015, 153; Menski 2006, 68). Como 

corolario del uso de este método de comparación, se respeta las diferencias 

contextuales entre las regiones en, valga la redundancia nuevamente, comparación y, 

más aún, sin reconocer cual es mejor que otra, sino bajo sus propias construcciones y 

valores teleológicos normativos (Gordley 2017, 140).   

Este ensayo se enfoca y toma como referentes comparativos a la Unión Europea –

UE- y a la Asociación del Naciones del Sudeste Asiático –ASEAN-
3

. La justificación de 

estos casos cabe a razón de los siguientes supuestos: el primero, a raíz de su historia 

y contexto, la UE y ASEAN representan dos modelos y espectros de integración 

opuestos.  

El primero, presenta un modelo supranacional donde la soberanía se ha 

renunciado a favor de una gobernanza multinivel; mientras, el segundo sigue un 

modelo netamente intergubernamental, cual la integración debe de respetar y reforzar 

la soberanía. El modelo centroamericano puede definirse como un híbrido entre 

ambos, siendo un modelo intergubernamental con rasgos y tendencias 

supranacionales. Derivado al carácter hibrido del modelo centroamericano, este puede 

tomar lecciones, positivas y negativas, de ambos espectros de la integración. El 

segundo supuesto de la justificación del porqué el estudio de estas empresas de 

integración es porque ambos, la UE y ASEAN, han adoptado cartas de derechos 

humanos dentro de sus modelos luego del año 2000, cada una con sus propias 

particularidades, y cada una como respuesta a sus propios retos y valores.  

4.1. La Unión Europea y el Impacto Solange 

 

El proyecto de integración europeo comenzó en la década de los 50 tomando la 

forma de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero. Después de la segunda guerra 

                                                           
3
 ASEAN fue originalmente integrado por: Indonesia, Malaysia, las Filipinas, Tailandia y Singapur, y más recientemente 

Brunei Darussalam (1984), Vietnam (1995), Myanmar (1997), Laos (1997) y Cambodia (1999) 
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mundial, los países e intelectuales europeos buscaban un modelo de gobernanza que 

pudiese contener las causales de las guerras que habían azotado ese continente, 

particularmente: el nacionalismo (Moxon-Browne 2015, 70; Ward 2003, 9–10; 

Weatherill 2016, 2–3). 

Ante este desafío, la integración europea se concibió como la respuesta y 

herramienta para contener el nacionalismo. En particular, la idea de una unión 

económica bajo el concepto de un “mercado único” en la región, gobernado por entes 

supranacionales, fue fruto de esta concepción (Brunet 2008, 51; Williams 2010, 33–

34).   

La supranacionalidad sufrió su primera prueba ante el boicot del presidente 

francés De Gaulle, resultando en un viraje judicial a la integración, teniendo como su 

motor principal al Tribunal de Justicia de la Comunidades Europeas –TJCE- (Ward 2003, 

30–31; Weiler 1999, 31). El corolario de este viraje y nueva conducción por parte del 

TJCE fue que la integración europea adoptó una estructura jurisprudencial, 

convirtiéndose esta en la infraestructura del “mercado único” (von Bogdandy 2010, 15).  

Como punto de partida de este viraje, Van Gend de Loos en 1962, la TJCE concibe 

a la integración europea como “nuevo orden legal dentro del derecho internacional” 

(NV Algemene Transport- en Expeditie Onderneming van Gend & Loos v Netherlands 

Inland Revenue Administration (C-26/62) 1962, párrafo 12). Luego este viraje se 

confirmó con el caso Costa/ENEL de 1964, cual el TJCE introdujo los conceptos de 

“supremacía” y “efecto directo” de las normas europeas vis-a-vis los regímenes 

nacionales de los Estados (Flaminio Costa v E.N.E.L. (C-6/64) 1964, párrafo 593).   

El TJCE al otorgar “supremacía” y “efecto directo” a las normas supranacionales, la 

corte igualmente les otorgo una perspectiva “subjetiva” y justiciable a la mismas. 

(Maduro 1998, 9) O sea, el TJCE otorgó la capacidad a los individuos de convertirse en 

vehículos de la integración y actores participantes dentro del proceso al buscar su 

protección y garantía ordo-liberales promovidas por la integración europea. Esta 

movida, por parte del TJCE, le garantizó al tribunal la competencia de revisar y decidir 

sobre la compatibilidad de la legislación domestica con la europea, asegurándose su 

rol dentro del nuevo sistema legal y la jerarquía de sus normas (Maduro 1998, 25–27). 

Este viraje, de un derecho supranacional “subjetivo” con “supremacía”, “efecto directo” 

y asegurado mediante la actuación de los particulares, otorgando la misma 

“aplicabilidad directa”, se consolido durante las siguientes décadas con casos como: 

Dassonville(Procureur du Roi v Benoît and Gustave Dassonville (C-8/74) 1974), 

Casagrande(Donato Casagrande v Landeshauptstadt München (C-9/74) 1974), 

Simmenthal,(Amministrazione delle Finanze dello Stato v Simmenthal SpA (C-106/77) 

1978), Cassis de Dijon (1979)  y Cinéthèque(Cinéthèque SA and others v Fédération 

nationale des cinémas français and Distribution of films in the form of video 

recordings  (Joined cases C-60 and 61/84) 1985).  

Con la expansión de la jurisprudencia del TJCE, el tribunal en el caso 

Internationale Handelsgesellschaft de 1970 se vio obligado en interpretar la 

compatibilidad del derecho supranacional europeo con garantías fundamentales 

reconocidas en las constituciones de estados miembros.  En este caso, aunque el TJCE 

reconoció el respeto a garantías fundamentales como parte de los “principios 
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generales protegidos por el tribunal”, el tribunal interpretó que las normas 

supranacionales no pueden oponibles frente a garantías fundamentales de 

constituciones de estados miembro, a razón que estas pueden perder su uniformidad y 

eficacia en la región (Internationale Handelsgesellschaft mbH v Einfuhr- und 

Vorratsstelle für Getreide und Futtermittel (C-11/70) 1970, 1134). El resultado de esta 

interpretación por parte del TJCE tuvo fuertes ramificaciones, en especial la respuesta 

por parte de la Corte Constitucional Alemana (Bundesvarfassungsgericht) y su 

jurisprudencia Solange. 

La jurisprudencia Solange representa un límite del derecho supranacional frente a 

las garantías fundamentales reconocidas por las constituciones de estados miembros. 

En un primer caso, Solange I, la Corte Constitucional Alemana reconoce en primera 

instancia el rol y nuevo espacio jurídico del derecho supranacional europeo. Sin 

embargo, la corte alemana hace énfasis que, aunque se reconoce este nuevo espacio 

para el derecho europeo, esta no puede derogar la estructura básica de los estados, ni 

puede menoscabar los derechos y garantías reconocidos por estados miembros y 

tampoco puede la misma, la corte alemana, dejar de cumplir con sus obligaciones y 

funciones de proteger al individuo (Solange I 1974, 423). 

Por último, la corte alemana hizo referencia que debido al régimen europeo no 

contaba con una “carta de derechos fundamentales” similar al estado alemán, esta no 

podía renunciar a la revisión de compatibilidad de las normas supranacionales frente a 

los derechos humanos (Solange I 1974, 423). 

La crítica por parte de la corte alemana se hizo resonar en la nueva comunidad 

europea y sus instituciones. Como respuesta a esta crítica, la Comisión Europea, el 

Parlamento y Consejo Europea adoptaron una declaración reconociendo el límite de 

sus decisiones frente a los derechos humanos. (Kumm 2010, 108) Por su parte, el 

TJCE, en su sentencia Nold de 1974, la Convención Europea de Derecho Humanos y 

Libertades Fundamentales como una fuente del derecho de integración europea y 

prescripción de la actividad de los actores supranacionales europeos (J. Nold, Kohlen- 

und Baustoffgroßhandlung v Commission of the European Communities (C-4/73) 1974, 

507). 

La respuesta de la corte alemana, a este desarrollo y nuevo viraje del derecho 

supranacional europeo al reconocimiento de los derechos humanos dentro de su 

régimen jurídico, fue aparente en un segundo caso Solange. En este segundo caso, la 

corte alemana introdujo la doctrina de la “protección equivalente”, cual asienta los 

límites y la transferencia de soberanía por parte de los estados miembros hacía el 

proyecto de integración (Bundesverfassungsgericht, 1994, 33:488). 

Resumidamente, la “protección equivalente” se refiere a la transferencia de 

competencias hacía órganos supranacionales y renuncia de la revisión interna por 

parte de cortes constitucionales nacionales al presentar dentro de la gobernanza 

supranacional un estándar de protección “equivalente” a la de la jurisdicción interna. 

(Kumm 2010, 108; Tzanakopoulos 2012, 192) Esta fórmula se ha repetido en otras 

jurisdicciones europeas, como la italiana en 1973 con su caso Frontini (Frontini v 

Ministerio de la Finanze 1973) y más reciente mente España en 2004, interpretando la 

“supremacía” del derecho supranacional como “primacía”, cual no necesariamente le da 
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un rango superior al derecho interno, sino de lex speciali o de primera aplicación, 

siempre y cuando no contraríe las garantías fundamentales y la estructura básica del 

estado español (Tribunal Constitucional de España (Declaración DTC 1-2004) 2004, 9).  

 Los límites presentados por las cortes europeas como reacción del avance del 

TJCE, hicieron impacto en la transformación de la Comunidad Económica Europea a la 

Unión Europea. Esto se observa particularmente en el Tratado de Maastricht, cual 

reconoce en específico el valor de los derechos humanos dentro del derecho de 

integración europeo (de Búrca 2011, 480; Kumm 2010, 114). Fue con la ratificación del 

Tratado de Maastricht, como un renacimiento de la integración europea, por el cual se 

inició la introducción de los derechos humanos como parte de su reconceptualización 

y legitimación (de Búrca and Aschenbrenner 2004, 18). Esta reconceptualización 

culminó mediante la elaboración de la “Carta Fundamental de Derechos Humanos de la 

Unión Europea en 2000, luego hecha vinculante por el Tratado de Lisboa de 2009. Este 

nuevo instrumento supranacional reconoce dentro de la integración de una serie de 

derechos ya reconocidos en otros ámbitos regionales, como la Convención Europea de 

Derechos Humanos y Libertades, como así también una nueva serie de derechos 

económicos, sociales y de los ciudadanos europeos que recogen la jurisprudencia 

clásica de la TJCE. Sin embargo, aunque la nueva “Carta Fundamental de Derechos 

Humanos de la Unión Europea” repita una serie de derechos reconocidos 

convencionalmente en otros instrumentos regionales europeos y constituciones 

nacionales, el TJUE ha interpretado que esta nueva carta se aplica directamente en 

función y relación a normas de integración (Rosas 2015, 17). 

Por ello, esta reconceptualización sirvió al TJUE en aumentar su competencia en 

materia de derechos humanos, convirtiéndolos en un eje transversal, pero más allá, 

sirvió de delimitar su actuación frente a las cortes constitucionales nacionales, 

asegurando la uniformidad, eficacia y espacio jurídico dentro de la región. Además, la 

nueva carta sirve de un nuevo mecanismo de orientación de los ciudadanos y de su rol 

como objeto y motor de la integración, continuando con el legado histórico de la 

integración europea. 

4.2. Asociación de Estados del Sudeste Asiático y su Transformación 

Conceptual. 

 

Al día de hoy, la región del sudeste asiático se presenta bajo un contexto muy 

distinto al centroamericano. Mientras Centroamérica se puede caracterizar con una alta 

homogenización cultural e histórica, con casi 200 años de independencia y 

construcción estatal y con niveles similares de desarrollo; ASEAN, por su parte, 

representa un conglomerado de Estados jóvenes, con una realidad social heterogénea 

amplía y con diversos niveles de desarrollo, contando con países ultra-ricos (Singapur) 

y, así también, con países ultra pobres (Myanmar y Laos) (Dent 2008, 86). 

Bajo un panorama político, a diferencia de Centroamérica, no todos los países 

miembros de ASEAN son democracias representativas y la región no tiene una gran 

tendencia al fortalecimiento de los derechos humanos, contando con varios niveles 

pobres de protección de los mismos (Hix 2013, 44). Para más, muchos de estos países 

consideran a los derechos humanos como concepciones que responden a valores 
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“occidentales”, cuales representan el legado colonial histórico de la región.(Thio 2014, 

15)  

La Asociación de Naciones del Sudeste Asiático fue establecido por primera vez 

en el 8 de agosto de 1967 (Piris & Woon, 2015, p. 6). El proceso de integración de esta 

región, a diferencia del europeo, no nació como una respuesta económica para domar 

el nacionalismo, sino como respuesta del movimiento de la descolonización y la 

expansión del comunismo en la misma (Aschhoff 2012, 9).  

En particular ASEAN fue una reacción de la Konfrontasi, cual fue un proyecto 

hegemónico por parte de Indonesia de integrar la región, exponiéndose mediante la 

intervención por parte de este Estado en otros como Malasia y Singapur. El corolario de 

esta reacción, del movimiento descolonizador y la Konfrontasi, moldearon, entonces, 

un sistema de integración cual posiciona a la soberanía y la no intervención como 

centro de su proyecto (Kahler 2013, 21; Narine 2012, 157). 

Por ello, el proyecto de integración del sudeste asiático viene a ser, desde un 

principio, una propuesta conceptual contraria a la europea. Esto se demuestra por el 

hecho que, desde 1970, ASEAN ha sido una plataforma para la independencia y 

descolonización de la región y, así también, un mecanismo para la protección de su 

soberanía de sus Estados miembro, inclusive a costa de la democracia y los derechos 

humanos.(Fawcett 2015, 41; Piris and Woon 2015, 11) Esta actitud de irrestricto apego 

a la soberanía y no intervención se le denomina “the ASEAN Way” (para ver más, leer: 

Jones 2009).   

 A finales de la década de los ochenta e inicios de los noventa, ASEAN se 

consolidaba como una región con “Estados de un mínimo nivel de bienestar social, con 

economías globales relativamente abiertas y sostenidas por un régimen de comercio 

mundial fortalecido” [traducción propia del autor] (Kahler 2013, 21). Sin embargo, esta 

apertura económica hacía el comercio mundial por parte de los Estados miembro de 

ASEAN conllevo a que los mismos se viesen como competencia y rivales. Esto conllevo 

a que ASEAN desarrollara un modelo de integración con dos facetas: una primera, 

hacía afuera, con una gran apertura económica, amplía liberalización y grandes 

beneficios en materia de inversión para atraer socios extra-regionales; y, segunda, 

medidas proteccionistas fuertes entre los estados, marcado por tarifas intra-regionales 

robustas.(Cho and Kurtz 2016, 17) Sin embargo, las altas tarifas y medidas 

proteccionista intra-regionales no fueron las únicas consecuencias negativas del 

modelo asiático. La extrema protección a la soberanía y la no-intervención conllevo a la 

tolerancia y apología a los abusos de derechos humanos en la región (Thio 2014, 1).  

No obstante a lo previo, los países miembros de ASEAN han dado pasos 

pequeños hacía el reconocimiento de los derechos humanos dentro de la región. El 

primer paso acaeció en 1993, cual los Estados se comprometieron a cumplir con la 

Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993, asumiendo también una 

obligación de establecer un mecanismo regional para la promoción de los derechos 

humanos (Wahyuningrum 2014, 13).  

Luego de la crisis financiera regional de 1997, la región no solamente busco una 

nueva salida conceptual a su rivalidad dentro del proceso de integración, sino logro 
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también impulsar a esta con una nueva agenda de los derechos humanos (Pelkmans 

2016, 2). 

Esta nueva salida conceptual se basó en dos pilares: primero, la creación de un 

mercado único para crear una nueva plataforma de unificación de los tratados extra-

regionales y, así, asegurar el movimiento de inversión intra-regional; y, segundo, la 

promoción de ASEAN como “una base de producción para segmentos de las cadenas 

de valor globales” (ASEAN Vision 2020). Esta re-conceptualización se consolido 

mediante la firma de la Carta de ASEAN de 2007, cual los Estados de la región se 

comprometieron a una integración más profunda entre ellos. Esta nueva carta, por 

ende, representa una renovación política de ASEAN, cual busca la transformación de 

ASEAN en un agente proactivo y ya no más reactivo, siempre respetando los valores 

intrínsecos que dieron a luz ASEAN: el ASEAN way (Wong, 2015, pp. 245–246). 

La renovación económica de ASEAN tuvo también ímpetu en desarrollar una 

integración más humana. Por ello, la nueva Carta ASEAN de 2007 contemplo la 

creación de una Comisión Intergubernamental de Derechos Humanos –CIDH- con 

objeto de crear una carta regional de derechos humanos y servir de plataforma para la 

“difusión” de los derechos humanos en la región (Wong 2015, 246). Por ello, a 

diferencia de otros entes regionales encargados de la protección de derechos humanos 

y de conformidad con los valores ASEAN y el ASEAN way, esta nueva comisión 

intergubernamental no tiene carácter supranacional y no tiene competencia de 

adjudicar violaciones a derechos humanos por los Estados parte, sino se concibe como 

un ente educador y transformador social (Wahyuningrum 2014, 14).  

De ahí de la diferencia primordial con Europa. Mientras Europa concibió su carta 

de derechos humanos como una repuesta y reacción fuerte por parte de las cortes 

domesticas de sus Estados parte; los derechos humanos en ASEAN nacieron como 

posibles catalizadores para la realización de una integración más profunda en la 

región. Sin embargo, la Oficina del Alto Comisionado de los Derechos Humanos de la 

ONU, juntamente con varias ONG´s, presentaron críticas sobre la naturaleza de este 

nuevo cuerpo, a razón que el mismo presenta una “práctica inconsistente” a la práctica 

general de los derechos humanos.  

Esta crítica se circunscribe al hecho: primero,  la CIDH no tiene naturaleza 

supranacional o de revisión de violaciones de derechos humanos que la nueva carta 

contiene a nivel nacional; y, segundo,  el hecho que la nueva Declaración de Derechos 

Humanos de ASEAN refleja el ASEAN way, a diferencia de instrumentos clásicos y 

occidentales de derechos humanos presentan usualmente estándares cuales el poder 

público y la legislación domestica debe de acatar y ser consistente con tratados 

internacionales en materia de derechos humanos, mientras que la aproximación de 

esta nueva carta de ASEAN establece que la aplicación de derechos humanos en la 

región del sudeste asiático debe de ser proporcional a las condiciones y contextos 

regionales y nacionales (Wahyuningrum 2014, 18).  

O sea, la nueva Carta de derechos humanos de ASEAN representa una formula a 

la inversa de los instrumentos clásicos, como la Convención Americana de los 

Derechos Humanos o el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Sin 

embargo, aunque ASEAN pueda representar una aproximación distinta a los derechos 
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humanos, considerada como “inconsistente” al desarrollo occidental, para la Grupo de 

Estudio sobre la Fragmentación del Derecho Internacional de la Comisión de Derechos 

Internacional de la ONU, esta pueda ser una expresión de regionalismo en “términos 

de aplicación” (“International Law Commission, Report of the Study Group of the 

International Law Commission: Fragmentation of International Law: Difficulties Arising 

from the Diversification and Expansion of International Law, 58th Session, UN Doc 

A/CN.4/L.682 (13 April 2006)” 2006, 111).  

No obstante, debe estar presente que, debido al carácter reciente de la carta de 

derechos humanos dentro de la región, no se puede garantizar el desarrollo de la 

misma, ya que no ha sido puesta a prueba por los mismos Estados lo que cuestiona la 

legitimidad de la misma y su carácter de meramente derecho en papel. 

Para concluir, el laboratorio del sudeste asiático proporciona una visión proactiva 

de los derechos humanos y su potencial lenguaje catalizador. La carta de derechos 

humanos de ASEAN surgió para dar un nuevo ímpetu y legitimidad al proceso de 

integración. Además, la carta de derechos humanos de ASEAN, al igual que la carta 

europea, responden a sus realidades sociales y contextuales, cual se observa 

claramente en la reingeniería de una conceptualización de los derechos humanos cual 

se pueda adaptar y desarrollar bajo los valores de una región socialmente diversa.   

V. UNA DEUDA PENDIENDTE ¿LA OPORTUNIDAD DE UNA CARTA DE 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA INTEGRACIÓN? 
 

Los apartados anteriores de este trabajo presentaron una visión de la integración 

centroamericana desde una nomenclatura de los derechos humanos, demostrado su 

fuerte carga moral hacía ella. Así también, proporcionó de cómo, a raíz de esta 

construcción histórica, el lenguaje de los derechos humanos sigue impregnando la 

región centroamericana, creando una plataforma multinivel en la región, cual se 

observa a distintos niveles de gobernanza: supranacional y nacional. Por último, se 

hizo ver como los derechos humanos han tenido un amplio impacto a nivel global, 

siendo estos incorporados, de conformidad al contexto y métodos y valores 

epistemológicos de cada región, en los procesos de integración en Europa y del 

Sudeste Asiático. Es por ello que este siguiente apartado, a raíz de la construcción 

histórica de Centroamérica, su inclinación moral, y su impacto a nivel global y 

comparado, llama a la necesidad de incorporar los derechos humanos dentro del SICA 

y convertirlos en un aspecto formativo del mismo.  

5.1. Los Derechos Humanos como Legitimador del Proceso de la 

Integración Centroamericana.  

 

Como se ha mencionado en el ensayo previamente, los derechos humanos se han 

convertido en pesos y contrapesos y plataformas de revisión de cuentas de la legalidad 

de normas, internacionales, supranacionales y nacionales. Pero más allá de su carácter 

como herramienta de rendición de cuentas, como muestra el caso europeo, los 

derechos humanos poseen un carácter formativo que implica la transformación de 

modelos de gobernanza y la fundamentación de la creación de nuevas leyes y su 
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vínculo con los individuos, como puede presentar el modelo asiático. El filósofo legal 

John Tasioulas explica, el carácter “formativo” de los derechos humanos.(Tasioulas 

2017, 11) Tasioulas explica que la función formativa de los derechos humanos se 

concibe como:  

la que trata sobre todo de hacer efectivo los derechos morales universales en la 

medida en que es apropiado para el derecho internacional [de integración para nuestro 

caso en particular] lo haga mediante técnica de asignar un conjunto uniforme de 

derechos individuales (Tasioulas 2017, 11).   

Incorporando las lecciones sobre epistemología constructiva del jurista Santiago 

Nino, al otorgar un carácter formativo a los derechos humanos, rebasa su concepción 

ontológica y las da una aplicación concreta a todo nivel de pensamiento y producción 

de normas y políticas públicas regionales (Nino 1991, 216).  

Por consiguiente, la formatividad de los derechos humanos dentro de un 

esquema de integración se traduce en primeramente tener un reconocimiento claro 

sobre derechos humanos dentro del esquema de gobernanza regional. Teniendo, 

entonces, este reconocimiento, los derechos humanos se convierten en plataformas y 

anclas del proceso de creación y rendición de cuentas de las normas y, a su vez, como 

los actores públicos e individuos se sujetan a ellas.  

Por ello, la formatividad, o carácter formativo de los derechos humanos, sirven 

para dar una legitimidad activa o viviente del esquema de integración. Por ello, los 

derechos humanos posicionarían al individuo como centro de la integración y su 

multidimensionalidad, sirviendo entonces como los lazos de este con demás actores 

de la integración, supranacionales, intergubernamentales y nacionales, permeando la 

forma que se concibe y, por ende, aplica el derecho comunitario en todos sus niveles.  

Además, los derechos humanos al posicionar al individuo como centro de la 

integración, le otorga capacidades directas de escrutinio al sistema de integración, 

otorgándole la capacidad de convertirlo, como en el caso europeo, motor de la 

integración y vinculo de la protección multinivel judicial, supranacional y nacional, y 

mecanismo de rendición de cuentas en procesos intergubernamentales que pueden, 

por su especialidad, proporcionar con visiones funcionalista del derecho.  

Por tanto, y en base a la carga a los derechos humanos y una visión formativa del 

derecho, existe una deuda pendiente de la integración centroamericana con los 

derechos humanos. Más importante, existe una deuda de la implementación de los 

derechos humanos como un vínculo entre la integración (de carácter armónico) y los 

individuos. Tomando de las experiencias comparadas, una “Carta Centroamericana de 

Derechos Fundamentales de la Integración”, bajo un modelo hibrido entre el UE y 

ASEAN, tendría un impacto considerable en la región.  

Primeramente, y tomando como supuesto en la experiencia europea, esta carta 

serviría en la consolidación de la rendición de cuentas, supranacional y doméstico, de 

las actuaciones de instituciones regionales públicas. Los derechos humanos revisten de 

una aplicación inmediata y otorgarían las pautas a los individuales para el acceso a 

defensa de sus intereses a escala regional.  
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Así también, una carta informaría las actuaciones de jueces y funcionarios 

públicos, supranacionales, intergubernamentales y domésticos, sobre una visión 

general que tiene efectos a escala regional. Por ello, otorgaría un peso a favor de la 

integración como un mecanismo de protección y garantía para el desarrollo del 

individuo. Segundo, y tomando de ASEAN, la carta centroamericana tendría una 

función informativa. Esto significaría que traería una visión concreta y unificadora de 

las distintas agendas regionales.  

Los derechos humanos, entonces, servirían de plataformas armonizadoras y 

complementarias de un programa común centroamericano, dentro de un esquema de 

subsistemas del SICA. De allí su relevancia, su aspecto de convertirse en puente y 

convergencia de los varios subsistemas, político, económico, social, ambiental y 

cultural. Por ello, una “Carta Centroamericana de Derechos Fundamentales de la 

Integración” lograría culminar el proceso e ímpetu histórico de la integración 

centroamericano, como lanzado en el proceso de Esquipulas y luego recogidos (de 

manera fragmentada) en los instrumentos regionales posteriores, además revistiendo 

principios legales regionales de una legitimidad de aplicación más sólida. 

 

VI. CONCLUSIONES. 

 

Como este ensayo ha expuesto, la integración tiene una deuda pendiente con los 

derechos humanos. Esta deuda se materializa a través de la historia centroamericana, 

siendo finalmente reconocida de manera expresa dentro de los Acuerdos de 

Esquipulas, los tratados regionales contemporáneos y las constituciones actuales.  

Sin embargo, todavía existen vacíos en el desarrollo de la integración 

centroamericana. Este trabajo viene a traer a la luz ese vacío y presentar, en base a 

estudios comparados, una primera alternativa para su solución. Como lo hace notar 

este ensayo, esta solución se basa en la revisión histórica, contextuales y necesidades 

actuales de la población centroamericana, y de esta revisión, llama a la implementación 

de “Carta Centroamericana de Derechos Fundamentales de la Integración”. Como se ha 

expuesto en los ejercicios comparados, las cartas regionales pueden traer distintos 

beneficios, dependiendo de las circunstancias contextuales, institucionales y 

regulatorias de la empresa de integración.  

Sin embargo, el SICA, se posiciona en una situación de ventaja, ya que se 

presenta como un modelo híbrido que puede tomar las lecciones de ambas la UE y 

ASEAN. Por ello, no sólo el SICA puede usar una nueva carta regional de derechos 

humanos para solidificar sus procesos de rendición de cuentas, sino también como un 

instrumento informador y formativo de la integración, logrando ser un instrumento 

cohesionador y, por su naturaleza, con efectos y beneficios directos a la población.  

Asimismo, el SICA cuenta con un tribunal supranacional, el cual puede velar por 

la tutela de los Derechos Humanos, pues de acuerdo a su jurisprudencia esta 

competencia puede ser ejercida en los siguientes casos: 1) violación de Derechos 

Humanos por parte de Órganos, Organismos o Instituciones del SICA, 2) violación por 
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parte de Estados miembros o de la institucionalidad del SICA de derechos de tercera 

generación, como por ejemplo el derecho al medio ambiente y 3) la tutela de Derechos 

Comunitarios Colectivos e Individuales, los cuales emanan de la normativa comunitaria 

del SICA. 
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